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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de mayo del año 2011 dos mil once. . . .   
V I S T O S  los autos del proceso administrativo identificado con el número 448/2010-JN, promovido por los ciudadanos José Manuel Juárez Vázquez y Juana López Chagoya; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los  30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que los actores se ostentan sabedores de los actos impugnados, toda vez que manifiestan que tuvieron conocimiento el 14 catorce de noviembre del 2010 dos mil diez; sin que en la presente causa administrativa existan constancias que demuestren lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados en el presente asunto, se encuentra debidamente acreditada en autos, con las copias al carbón con firmas en original, tanto de la orden de inspección, el acta de visita, la orden de clausura y el acta de fijación de sellos, todos de fecha 14 catorce de noviembre del 2010 dos mil diez; documentales admitidas a la parte actora como pruebas de su intención; y que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser documentos públicos al ser expedidos por los servidores públicos demandados en el ejercicio de sus funciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo expuesto por los actores en su escrito de demanda; así como de las constancias que integran la presente causa administrativa y de la contestación de demanda, se desprende que el Director de Verificación Normativa, con fecha 14 catorce de noviembre del año 2010 dos mil diez, emitió la orden número DFC -1247/2010 (Mil doscientos cuarenta y siete diagonal dos mil diez), para que en ese día, a partir de las 00:00 cero horas, se llevara a cabo una inspección al local ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 113-C ciento trece letra “C”, de la Zona Centro de esta ciudad, para verificar en dicho local el cumplimiento de las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, distribución y compraventa de alcohol, bebidas alcohólicas, cerveza y pulque. . . . 
En esa misma fecha, los inspectores Mónica Conde Herrera y José Manuel Santacruz Casas, practicaron la visita de inspección al establecimiento, en la que no se exhibió la licencia de funcionamiento en materia de alcoholes; y, en la que al levantar el acta respectiva, se hizo constar la existencia de un refrigerador cervecero de la marca “Corona”, al 30% treinta por ciento de su capacidad; que el establecimiento estaba funcionando fuera del horario establecido; y, el consumo de cerveza por varios jóvenes, no permitiendo verificar su edad; por lo que en esa misma fecha se ordenó por el titular de la dependencia, la clausura parcial del refrigerador encontrado en el inmueble; ejecutándose dicha determinación por los propios inspectores actuantes, a las 3:08, tres horas con ocho minutos de ese mismo día, colocando sellos de clausura sobre el mismo . . . 
 Actos que la parte actora aduce que son ilegales porque considera que la autoridad demandada carece de facultades para intervenir en un lugar privado,  aplicar la Ley de Alcoholes para el Estado de Guanajuato, el reglamento respectivo a personas diferentes a las que se refieren dichas normas; además que se impone una sanción no permitida; y que se vulnera lo establecido en el artículo 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; a lo que las autoridades demandadas expresaron que no demuestran los actores que no se encuentren sujetos a la Ley de Alcoholes y al Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato y que no razonan en que consiste la falta de fundamentación y motivación que aducen; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es importante señalar que en la presente causa administrativa, de las constancias que la integran, no se advierten actuaciones posteriores al acta de fijación de sellos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por cuestión de orden público y por ende, de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, en la presente causa administrativa las autoridades demandadas hicieron valer la causal de improcedencia que se prevé en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refieren que los promoventes del juicio no tienen interés jurídico, ya que presentan un supuesto contrato de arrendamiento que no está firmado; y que en todo caso, el motivo del mismo es para realizar servicio de estética. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador, sí se actualiza la causal de improcedencia que aducen las autoridades demandadas, toda vez que efectivamente en el presente asunto, no se acredita afectación alguna al interés jurídico de los actores, conforme a lo  siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo; por lo que es necesario que el juicio se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa; y solamente lo tiene quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los Juzgados Administrativos Municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrán impugnar ante el otro el mismo acto”. . 

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . 

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a)
Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, la demanda en el presente proceso administrativo la formulan los ciudadanos José Manuel Juárez Vázquez y Juana López Chagoya, quienes se ostentan como encargados de un club de ajedrez, ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 113-C ciento trece letra “C”, planteando que les afectan los actos impugnados; al tener el carácter de encargados del club y, el primero además, de arrendatario del inmueble antes referido, exhibiendo como prueba para acreditarlo, un Contrato de Arrendamiento de fecha 7 siete de enero del año 2008 dos mil ocho . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, para este Juzgador los impetrantes del proceso, no acreditan de forma alguna que exista afectación a su interés jurídico, porque, en primer lugar, la orden de inspección, el acta de visita de inspección, la orden de clausura y el acta de fijación de sellos de clausura impugnados, no se emitieron específicamente a los actores, ni al supuesto club de ajedrez que dicen representar; pues no fueron proporcionados al momento de la visita los datos que permitieran identificar al propietario, administrador o encargado del establecimiento y solo se señalaron algunas características físicas de la persona, de sexo femenino, que atendió la diligencia, quien se negó a proporcionar tanto sus datos como los datos del propietario o encargado del establecimiento. . . . . .  
Omitiendo en el presente proceso los actores, exhibir constancia alguna que los acreditara como titulares o representantes legales del lugar visitado,  que pudiera conllevar a crear certidumbre en quien juzga, de que los actores o su representada, con motivo de los actos impugnados, sufrieran afectación en sus derechos o sus bienes; por lo que no justifican su interés jurídico; ello en razón de que no acreditan su personalidad como representantes del supuesto club de ajedrez que mencionan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
En segundo lugar, porque con el contrato de arrendamiento que les fue admitido como prueba (visible a fojas 10 diez a 13 trece del expediente del presente proceso), no prueban de manera fehaciente que sufran afectación a sus derechos y bienes; ya que dicho contrato -amén de que se refiere al inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 113 ciento trece Poniente, letra “J”, con destino a proporcionar servicio de estética, que resulta distinto al inmueble donde se ejecutó la orden de inspección impugnada- no se encuentra debidamente firmado por las partes que en el mismo se mencionan; por lo que no puede otorgársele ningún valor probatorio al no estar plasmada voluntad alguna en él, sin que los actores hayan ofrecido y desahogado algún otro medio de convicción, que creara la certeza en este Juzgador, de que los actores son propietarios o responsables del establecimiento ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 113-C ciento trece letra C. . . . . . . . . . . . 
Por ello, para este Juzgador, ante la carencia de constancias tendientes a demostrar la titularidad, propiedad o posesión del inmueble que fue objeto de la visita de inspección; se concluye que los actores no resienten afectación en su esfera de derechos por los actos que se impugnan; al no estar acreditada relación alguna de los ciudadanos José Manuel Juárez Vázquez y Juana López Chagoya, con el establecimiento que fue objeto de la visita el día 14 catorce de noviembre del año próximo pasado, ubicado en el Boulevard Adolfo López Mateos número 113-C ciento trece letra “C” de la zona Centro de esta ciudad; comprobación del interés jurídico que no se justificó en el presente asunto. . . . .  
En virtud de todo lo antes expresado y, además, considerando que la doctrina jurídica en materia administrativa, define al interés jurídico como el: "Derecho subjetivo de carácter administrativo"; y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48 cuarenta y ocho, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder”; se tiene que en la presente causa administrativa, no se cumple con el requisito “sine qua non” de que la parte actora acredite que tiene interés jurídico, previsto en los ya señalados artículos 206-A, Párrafo Segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, para la procedencia del proceso administrativo; es decir, que exista un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado a favor de los accionantes, por lo que al quedar determinado que los actos y resolución impugnados no afectan el interés jurídico de los ciudadanos antes mencionados, se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado; por lo que es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . 
SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se declare el sobreseimiento del presente proceso administrativo; atendiendo al principio de economía procesal, no se realizará el análisis de alguna otra causal de improcedencia que proceda de manera oficiosa; pues en nada variaría el sentido de esta resolución; ni tampoco se efectuará el estudio de los conceptos de impugnación expresados por los actores, pues la actualización de una causal de improcedencia y por ende el sobreseimiento del proceso, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO EXPEDIENTE NÚMERO 448/2010-JN, DE FECHA 16 DIECISÉIS DE MAYO DEL AÑO EN CURSO. - - - - - - - - - - -
